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LEY 37/1992, DE 28 DE DICIEMBRE, DEL IMPUESTO SOBRE EL VALOR 
AÑADIDO 

… 

Artículo 3. Territorialidad. 
Uno. El ámbito espacial de aplicación del Impuesto es el territorio español, determinado 
según las previsiones del apartado siguiente, incluyendo en él las islas adyacentes, el mar 
territorial hasta el límite de doce millas náuticas, definido en el artículo 3º de la Ley 
10/1977, de 4 de enero, y el espacio aéreo correspondiente a dicho ámbito. 

Dos. A los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

1º. "Estado miembro", "Territorio de un Estado miembro" o "interior del país", el ámbito de 
aplicación del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea definido en el 
mismo, para cada Estado miembro, con las siguientes exclusiones: 

a) En la República Federal de Alemania, la Isla de Helgoland y el territorio de Büsingen; 
en el Reino de España, Ceuta y Melilla y en la República Italiana, Livigno, Campione 
d'Italia y las aguas nacionales del lago de Lugano, en cuanto territorios no comprendidos 
en la Unión Aduanera. 

b) En el Reino de España, Canarias; en la República Francesa, los Departamentos de 
ultramar y en la República Helénica, Monte Athos, en cuanto territorios excluidos de la 
armonización de los impuestos sobre el volumen de negocios. 

2º. "Comunidad" y "territorio de la Comunidad", el conjunto de los territorios que 
constituyen el "interior del país" para cada Estado miembro, según el número anterior. 

3º. "Territorio tercero" y "país tercero", cualquier territorio distinto de los definidos como 
"interior del país" en el número 1º anterior. 

Tres. A efectos de este Impuesto, las operaciones efectuadas con el Principado de 
Mónaco y con la Isla de Man tendrán la misma consideración que las efectuadas, 
respectivamente, con Francia y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte. 

… 

Artículo 70. Lugar de realización de las prestaciones de servicios. Reglas 
especiales. 
Uno. Se entenderán prestados en el territorio de aplicación del Impuesto los siguientes 
servicios: 

1º. Los relacionados con bienes inmuebles que radiquen en el citado territorio. 

Se considerarán relacionados con bienes inmuebles, entre otros, los siguientes servicios: 

a) El arrendamiento o cesión de uso por cualquier título de dichos bienes, incluidas las 
viviendas amuebladas. 

b) Los relativos a la preparación, coordinación y realización de las ejecuciones de obra 
inmobiliarias. 

c) Los de carácter técnico relativos a dichas ejecuciones de obra, incluidos los prestados 
por arquitectos, arquitectos técnicos e ingenieros. 

d) Los de gestión relativos a bienes inmuebles u operaciones inmobiliarias. 
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e) Los de vigilancia o seguridad relativos a bienes inmuebles. 

f) Los de alquiler de cajas de seguridad. 

g) La utilización de vías de peaje. 

2º. Los de transporte, distintos a los referidos en el artículo 72 de esta Ley, por la parte de 
trayecto que transcurra en el mismo, tal y como éste se define en el artículo 3 de esta Ley. 

3º. Los que se enuncian a continuación, cuando se presten materialmente en dicho 
territorio: 

a) Los de carácter cultural, artístico, deportivo, científico, docente, recreativo o similares, 
incluyendo los servicios de organización de los mismos y los demás servicios accesorios 
de los anteriores. 

b) Los de organización para terceros de ferias y exposiciones de carácter comercial. 

c) Los juegos de azar. 

d) Los accesorios a los transportes de mercancías, distintos a los referidos en el artículo 
73 de esta Ley, relativos a las propias mercancías, tales como la carga y descarga, 
transbordo, mantenimiento y servicios análogos. 

A estos efectos, no se considerarán accesorios a los servicios de transporte los servicios 
de mediación. 

4º. A) Los prestados por vía electrónica en los siguientes supuestos: 

a) Cuando el destinatario sea un empresario o profesional que actúe como tal y radique 
en el citado territorio la sede de su actividad económica, o tenga en el mismo un 
establecimiento permanente o, en su defecto, el lugar de su domicilio, siempre que se 
trate de servicios que tengan por destinatarios a dicha sede, establecimiento permanente 
o domicilio. Lo dispuesto en esta letra se aplicará con independencia de dónde se 
encuentre establecido el prestador de los servicios y del lugar desde el que los preste. 

b) Cuando los servicios se presten por un empresario o profesional y la sede de su 
actividad económica o establecimiento permanente desde el que se presten los servicios 
se encuentre en el territorio de aplicación del Impuesto, siempre que el destinatario del 
mismo no tenga la condición de empresario o profesional actuando como tal y se 
encuentre establecido o tenga su residencia o domicilio habitual en la Comunidad, así 
como cuando no resulte posible determinar su domicilio. 

A efectos de lo dispuesto en esta letra, se presumirá que el destinatario del servicio es 
residente en la Comunidad cuando se efectúe el pago de la contraprestación del servicio 
con cargo a cuentas abiertas en establecimientos de entidades de crédito ubicadas en 
dicho territorio. 

c) Cuando los servicios sean prestados desde la sede de actividad o un establecimiento 
permanente de un empresario o profesional que se encuentre fuera de la Comunidad y el 
destinatario no tenga la condición de empresario o profesional actuando como tal, siempre 
que este último se encuentre establecido o tenga su residencia o domicilio habitual en el 
territorio de aplicación del Impuesto. 

A efectos de lo dispuesto en esta letra, se presumirá que el destinatario del servicio se 
encuentra establecido o es residente en el territorio de aplicación del Impuesto cuando se 
efectúe el pago de la contraprestación del servicio con cargo a cuentas abiertas en 
establecimientos de entidades de crédito ubicadas en dicho territorio. 
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B) A efectos de esta Ley, y sin perjuicio de lo establecido en el número 8º de este 
apartado, se considerarán servicios prestados por vía electrónica aquellos servicios que 
consistan en la transmisión enviada inicialmente y recibida en destino por medio de 
equipos de procesamiento, incluida la compresión numérica y el almacenamiento de 
datos, y enteramente transmitida, transportada y recibida por cable, radio, sistema óptico 
u otros medios electrónicos y, entre otros, los siguientes: 

a) El suministro y alojamiento de sitios informáticos. 

b) El mantenimiento a distancia de programas y de equipos. 

c) El suministro de programas y su actualización. 

d) El suministro de imágenes, texto, información y la puesta a disposición de bases de 
datos. 

e) El suministro de música, películas, juegos, incluidos los de azar o de dinero, y de 
emisiones y manifestaciones políticas, culturales, artísticas, deportivas, científicas o de 
ocio. 

f) El suministro de enseñanza a distancia. 

A estos efectos, el hecho de que el prestador de un servicio y su destinatario se 
comuniquen por correo electrónico no implicará, por sí mismo, que el servicio prestado 
tenga la consideración de servicio prestado por vía electrónica. 

5º. A) Los servicios que se enuncian en la letra siguiente de este número, en los 
supuestos que se citan a continuación: 

a) Cuando el destinatario sea un empresario o profesional que actúe como tal y radique 
en el citado territorio la sede de su actividad económica, o tenga en el mismo un 
establecimiento permanente o, en su defecto, el lugar de su domicilio, siempre que se 
trate de servicios que tengan por destinatarios a dicha sede, establecimiento permanente 
o domicilio. Lo dispuesto en esta letra se aplicará con independencia de dónde se 
encuentre establecido el prestador de los servicios y del lugar desde el que los preste. 

b) Cuando los servicios se presten por un empresario o profesional y la sede de su 
actividad económica o establecimiento permanente desde el que se presten los servicios 
se encuentre en el territorio de aplicación del Impuesto, siempre que el destinatario del 
mismo no tenga la condición de empresario o profesional actuando como tal y se 
encuentre establecido o tenga su residencia habitual o domicilio en la Comunidad, 
Canarias, Ceuta o Melilla, así como cuando no resulte posible determinar su domicilio. 

B) Los servicios a los que se refiere la letra anterior son los siguientes: 

a) Las cesiones y concesiones de derechos de autor, patentes, licencias, marcas de 
fábrica o comerciales y los demás derechos de propiedad intelectual o industrial, así como 
cualesquiera otros derechos similares. 

b) La cesión o concesión de fondos de comercio, de exclusivas de compra o venta o del 
derecho a ejercer una actividad profesional. 

c) Los de publicidad. 

d) Los de asesoramiento, auditoría, ingeniería, gabinete de estudios, abogacía, 
consultores, expertos contables o fiscales y otros análogos, con excepción de los 
comprendidos en el número 1º de este apartado uno. 
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e) Los de tratamiento de datos y el suministro de informaciones, incluidos los 
procedimientos y experiencias de carácter comercial. 

f) Los de traducción, corrección o composición de textos, así como los prestados por 
intérpretes. 

g) Los de seguro, reaseguro y capitalización, así como los servicios financieros, citados 
respectivamente por el artículo 20, apartado uno, números 16º y 18º, de esta Ley, 
incluidos los que no estén exentos, con excepción del alquiler de cajas de seguridad. 

h) Los de cesión de personal. 

i) El doblaje de películas. 

j) Los arrendamientos de bienes muebles corporales, con excepción de los medios de 
transporte y los contenedores. 

k) La provisión de acceso a los sistemas de distribución de gas natural o electricidad, el 
transporte o transmisión de gas y electricidad a través de dichos sistemas, así como la 
prestación de otros servicios directamente relacionados con cualesquiera de los servicios 
comprendidos en esta letra. 

l) Las obligaciones de no prestar, total o parcialmente, cualquiera de los servicios 
enunciados en este número. 

6º. Los de mediación en nombre y por cuenta ajena, siempre que las operaciones 
respecto de las que se intermedie sean distintas de las prestaciones de servicios 
enunciadas en los artículos 72 y 73 de esta Ley, en los siguientes supuestos: 

a) Los de mediación en las prestaciones de servicios a que se refiere el número 1º de este 
apartado, cuando las operaciones respecto a las que se intermedia se refieran a bienes 
inmuebles radicados en el territorio de aplicación del Impuesto. 

b) Los de mediación en las prestaciones de servicios a que se refieren los números 4º, 5º 
y 8º de este apartado, en cuanto los servicios respecto de los que se produce la 
mediación tengan por destinatario a un empresario o profesional establecido en otro 
Estado miembro o a una persona no establecida en la Comunidad, cuando el destinatario 
del servicio de mediación disponga en el territorio de aplicación del impuesto de la sede 
de su actividad económica, de un establecimiento permanente o, en su defecto, del lugar 
de su domicilio, siempre que los servicios de mediación tengan por destinatarios tales 
sede, establecimiento o domicilio. 

c) Los demás, en los siguientes supuestos:  

1º) Cuando la operación respecto de la que se produce la mediación se entienda 
efectuada en el territorio de aplicación del Impuesto, salvo que el destinatario del servicio 
de mediación haya comunicado, con ocasión de la realización del mismo, un número de 
identificación a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido que haya sido atribuido por 
otro Estado miembro de la Comunidad. 

2º) Cuando la operación respecto de la que se produce la mediación se deba entender 
efectuada en el territorio de otro Estado miembro, pero el destinatario del servicio de 
mediación haya comunicado, con ocasión de la realización del mismo, un número de 
identificación a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido que haya sido atribuido por la 
Administración española. 

7º. Los trabajos realizados sobre bienes muebles corporales y los informes periciales, 
valoraciones y dictámenes relativos a dichos bienes, en los siguientes supuestos: 
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a) Cuando dichos servicios se realicen materialmente en el territorio de aplicación del 
Impuesto, salvo en el caso de que el destinatario de los mismos comunique al prestador 
un número de identificación a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido que le haya 
sido atribuido por otro Estado miembro y los bienes a que se refieren los servicios sean 
expedidos o transportados fuera del territorio de aplicación del Impuesto. 

En todo caso, se entenderán prestados en el territorio de aplicación del Impuesto los 
servicios a que se refiere esta letra relativos a los medios de transporte matriculados en 
dicho territorio. 

b) Cuando dichos servicios se presten materialmente en otro Estado miembro, el 
destinatario de los mismos comunique al prestador un número de identificación a efectos 
del Impuesto sobre el Valor Añadido que le haya sido atribuido por la Administración 
española y los bienes a que se refieren los servicios sean expedidos o transportados 
fuera del territorio del citado Estado miembro. 

No obstante, no se entenderán prestados en el territorio de aplicación del Impuesto los 
servicios a que se refiere esta letra relativos a los medios de transporte que estén 
matriculados en el Estado miembro en que se presten, a condición de que se acredite la 
sujeción al Impuesto en dicho Estado. 

8º. A) Los servicios de telecomunicaciones, de radiodifusión y de televisión, en los 
siguientes supuestos: 

a) Cuando el destinatario sea un empresario o profesional que actúe como tal y radique 
en el citado territorio la sede de su actividad económica, o tenga en el mismo un 
establecimiento permanente o, en su defecto, el lugar de su domicilio, siempre que se 
trate de servicios que tengan por destinatarios a dicha sede, establecimiento permanente 
o domicilio. Lo dispuesto en esta letra se aplicará con independencia de dónde se 
encuentre establecido el prestador de los servicios y del lugar desde el que los preste. 

b) Cuando los servicios se presten por un empresario o profesional y la sede de su 
actividad económica o establecimiento permanente desde el que se presten los servicios 
se encuentre en el territorio de aplicación del Impuesto, siempre que el destinatario del 
mismo no tenga la condición de empresario o profesional actuando como tal y se 
encuentre establecido o tenga su residencia o domicilio habitual en la Comunidad, así 
como cuando no resulte posible determinar su domicilio. 

A efectos de lo dispuesto en esta letra, se presumirá que el destinatario del servicio es 
residente en la Comunidad, cuando se efectúe el pago de la contraprestación del servicio 
con cargo a cuentas abiertas en establecimientos de entidades de crédito ubicadas en 
dicho territorio. 

c) Cuando los servicios sean prestados desde la sede de actividad o un establecimiento 
permanente de un empresario o profesional que se encuentre fuera de la Comunidad y el 
destinatario no tenga la condición de empresario o profesional actuando como tal, siempre 
que este último se encuentre establecido o tenga su residencia o domicilio habitual en el 
territorio de aplicación del Impuesto y la utilización o explotación efectivas de dichos 
servicios se realicen en el citado territorio. 

A efectos de lo dispuesto en esta letra, se presumirá que el destinatario del servicio se 
encuentra establecido o es residente en el territorio de aplicación del Impuesto cuando se 
efectúe el pago de la contraprestación del servicio con cargo a cuentas abiertas en 
establecimientos de entidades de crédito ubicadas en dicho territorio. 
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B) A efectos de esta Ley, se considerarán servicios de telecomunicación los que tengan 
por objeto la transmisión, emisión y recepción de señales, textos, imágenes y sonidos o 
información de cualquier naturaleza, por hilo, radio, medios ópticos u otros medios 
electromagnéticos, incluyendo la cesión o concesión de un derecho al uso de medios para 
tal transmisión, emisión o recepción e, igualmente, la provisión de acceso a redes 
informáticas. 

Dos. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, se considerarán prestados en el 
territorio de aplicación del Impuesto los servicios comprendidos en los números 4º, 5º y 6º, 
letra b) de dicho apartado que tengan por destinatario a un empresario o profesional 
actuando como tal, así como los servicios comprendidos en el número 8º del mismo en 
todo caso, cuando su utilización o explotación efectivas se realicen en el citado territorio, 
siempre que, conforme a las reglas de localización aplicables a estos servicios, no se 
hubiesen entendido prestados en la Comunidad, Canarias, Ceuta y Melilla. 

… 

Artículo 80. Modificación de la base imponible. 
Uno. La base imponible determinada con arreglo a lo dispuesto en los artículos 78 y 79 
anteriores se reducirá en las cuantías siguientes: 

1º. El importe de los envases y embalajes susceptibles de reutilización que hayan sido 
objeto de devolución. 

2º. Los descuentos y bonificaciones otorgados con posterioridad al momento en que la 
operación se haya realizado siempre que sean debidamente justificados. 

Dos. Cuando por resolución firme, judicial o administrativa o con arreglo a Derecho o a los 
usos de comercio queden sin efecto total o parcialmente las operaciones gravadas o se 
altere el precio después del momento en que la operación se haya efectuado, la base 
imponible se modificará en la cuantía correspondiente. 

Tres.1 La base imponible podrá reducirse cuando el destinatario de las operaciones 
sujetas al Impuesto no haya hecho efectivo el pago de las cuotas repercutidas y siempre 
que, con posterioridad al devengo de la operación, se dicte auto de declaración de 
concurso. La modificación, en su caso, no podrá efectuarse después de transcurrido el 
plazo máximo fijado en el número 5º del apartado 1 del artículo 21 de la Ley 22/2003, de 9 
de julio, Concursal. 

Sólo cuando se acuerde la conclusión del concurso por las causas expresadas en el 
artículo 176.1, apartados 1º, 3º y 5º de la Ley Concursal, el acreedor que hubiese 
modificado la base imponible deberá modificarla nuevamente al alza mediante la emisión, 
en el plazo que se fije reglamentariamente, de una factura rectificativa en la que se 
repercuta la cuota procedente. 

Cuatro. La base imponible también podrá reducirse cuando los créditos correspondientes 
a las cuotas repercutidas por las operaciones gravadas sean total o parcialmente 
incobrables. 

A estos efectos, un crédito se considerará total o parcialmente incobrable cuando reúna 
las siguientes condiciones: 

                                                 
1 El anterior apartado Tres seguirá vigente para los procedimientos de suspensión de pagos o 
quiebra que se rijan por la normativa anterior a la Ley 22/2003 de 9 de julio, Concursal. 
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1ª. Que hayan transcurrido dos años desde el devengo del Impuesto repercutido sin que 
se haya obtenido el cobro de todo o parte del crédito derivado del mismo. 

2ª. Que esta circunstancia haya quedado reflejada en los libros registros exigidos para 
este Impuesto. 

3ª. Que el destinatario de la operación actúe en la condición de empresario o profesional, 
o, en otro caso, que la base imponible de aquella, Impuesto sobre el Valor Añadido 
excluido, sea superior a 300 euros. 

4ª. Que el sujeto pasivo haya instado su cobro mediante reclamación judicial al deudor. 

La modificación deberá realizarse en el plazo de los tres meses siguientes a la finalización 
del período de dos años a que se refiere la condición 1ª del párrafo anterior y comunicarse 
a la Administración Tributaria en el plazo que se fije reglamentariamente. 

Una vez practicada la reducción de la base imponible, ésta no se volverá a modificar al 
alza aunque el sujeto pasivo obtuviese el cobro total o parcial de la contraprestación, 
salvo cuando el destinatario no actúe en la condición de empresario o profesional. En este 
caso, se entenderá que el Impuesto sobre el Valor Añadido está incluido en las 
cantidades percibidas y en la misma proporción que la parte de contraprestación 
percibida. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando el sujeto pasivo desista de la 
reclamación judicial al deudor, deberá modificar nuevamente la base imponible al alza 
mediante la emisión, en el plazo de un mes a contar desde el desistimiento, de una 
factura rectificativa en la que se repercuta la cuota procedente. 

Cinco. En relación con los supuestos de modificación de la base imponible comprendidos 
en los apartados tres y cuatro anteriores, se aplicarán las siguientes reglas: 

1ª. No procederá la modificación de la base imponible en los casos siguientes: 

a) Créditos que disfruten de garantía real, en la parte garantizada. 

b) Créditos afianzados por entidades de crédito o sociedades de garantía recíproca o 
cubiertos por un contrato de seguro de crédito o de caución, en la parte afianzada o 
asegurada. 

c) Créditos entre personas o entidades vinculadas definidas en el artículo 79, apartado 
cinco de esta Ley. 

d) Créditos adeudados o afianzados por Entes públicos. 

2ª. Tampoco procederá la modificación de la base imponible cuando el destinatario de las 
operaciones no esté establecido en el territorio de aplicación del Impuesto, ni en Canarias, 
Ceuta o Melilla. 

3ª. En los supuestos de pago parcial anteriores a la citada modificación, se entenderá que 
el Impuesto sobre el Valor Añadido está incluido en las cantidades percibidas y en la 
misma proporción que la parte de contraprestación satisfecha. 

4ª. La rectificación de las deducciones del destinatario de las operaciones, que deberá 
practicarse según lo dispuesto en el artículo 114, apartado dos, número 2º, segundo 
párrafo de esta Ley, determinará el nacimiento del correspondiente crédito en favor de la 
Hacienda Pública. 
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Si el destinatario de las operaciones sujetas no hubiese tenido derecho a la deducción 
total del Impuesto, resultará también deudor frente a la Hacienda Pública por el importe de 
la cuota del impuesto no deducible. 

Seis. Si el importe de la contraprestación no resultara conocido en el momento del 
devengo del Impuesto, el sujeto pasivo deberá fijarlo provisionalmente aplicando criterios 
fundados, sin perjuicio de su rectificación cuando dicho importe fuera conocido. 

Siete. En los casos a que se refieren los apartados anteriores la modificación de la base 
imponible estará condicionada al cumplimiento de los requisitos que reglamentariamente 
se establezcan. 

… 

Artículo 119. Régimen especial de devoluciones a determinados empresarios o 
profesionales no establecidos en el territorio de aplicación del Impuesto. 
Uno. Los empresarios o profesionales no establecidos en el territorio de aplicación del 
Impuesto, en quienes concurran los requisitos previstos en el apartado siguiente, podrán 
ejercitar el derecho a la devolución del Impuesto sobre el Valor Añadido que hayan 
satisfecho o, en su caso, les haya sido repercutido en dicho territorio con arreglo a lo 
establecido en este artículo. 

A tales efectos, se asimilarán a los no establecidos en el territorio de aplicación del 
Impuesto, los empresarios o profesionales que, siendo titulares de un establecimiento 
permanente situado en el mencionado territorio, no realicen desde dicho establecimiento 
entregas de bienes ni prestaciones de servicios. 

Dos. Son requisitos para el ejercicio del derecho a la devolución a que se refiere este 
artículo: 

1º. Que los empresarios o profesionales que pretendan ejercitarlo estén establecidos en la 
Comunidad, en Canarias, Ceuta o Melilla, o en otros territorios terceros. 

En el caso de empresarios o profesionales establecidos en un territorio tercero distinto de 
Canarias, Ceuta o Melilla, deberá estar reconocida la existencia de reciprocidad de trato 
en dicho territorio a favor de los empresarios o profesionales establecidos en el territorio 
de aplicación del Impuesto. 

2°. Que durante el período a que se refiere la solicitud no hayan realizado en el territorio 
de aplicación del impuesto entregas de bienes o prestaciones de servicios sujetas a este 
distintas de las que se relacionan a continuación: 

a) Las entregas de bienes y prestaciones de servicios en las que los sujetos pasivos del 
impuesto sean los destinatarios de ellas, según lo dispuesto en los números 2.°, 3.° y 4.° 
del artículo 84.uno de esta Ley. 

b) Los servicios de transporte y los servicios accesorios a los transportes, exentos del 
impuesto en virtud de lo dispuesto en los artículos 21, 23, 24 y 64 de esta Ley. 

3°. Que, durante el período a que se refiere la solicitud, los interesados no hayan sido 
destinatarios de entregas de bienes ni de prestaciones de servicios de las comprendidas 
en los números 6º y 7° del artículo 70.uno y en los artículos 72, 73 y 74 de esta Ley, 
sujetas y no exentas del impuesto y respecto de las cuales tengan dichos interesados la 
condición de sujetos pasivos en virtud de lo dispuesto en los números 2.° y 4.° del artículo 
84.uno de esta Ley. 
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Tres. Los empresarios o profesionales establecidos en un territorio tercero que pretendan 
hacer uso del derecho a la devolución regulado en este artículo, deberán nombrar 
previamente un representante residente en el territorio de aplicación del Impuesto a cuyo 
cargo estará el cumplimiento de las obligaciones formales o de procedimiento 
correspondientes, el cual responderá solidariamente con el interesado en los casos de 
devolución improcedente. 

La Hacienda Pública podrá exigir a dicho representante caución suficiente a estos efectos. 

Lo dispuesto en este apartado no resulta aplicable a los empresarios o profesionales 
establecidos en Canarias, Ceuta o Melilla. 

Cuatro. Los empresarios o profesionales establecidos en la Comunidad en quienes 
concurran los requisitos previstos en este artículo tendrán derecho a solicitar la devolución 
del Impuesto sobre el Valor Añadido que hayan satisfecho o soportado durante el período 
de tiempo a que se refiera la solicitud con ocasión de las adquisiciones o importaciones 
de bienes o servicios que hayan realizado, en la medida en que destinen los indicados 
bienes o servicios a la realización de operaciones que les originan el derecho a deducir en 
el Impuesto sobre el Valor Añadido tanto en aplicación de la dispuesto en la normativa 
vigente en el Estado en donde estén establecidos como de lo dispuesto en esta Ley. 

En la determinación del importe a devolver se aplicarán los criterios contenidos en el 
artículo 106 de esta Ley. A tales efectos, se tendrá en cuenta cual es la utilización de los 
bienes o servicios por el empresario o profesional no establecido en la realización de 
operaciones que le originan el derecho a deducir, en primer lugar, según la normativa 
aplicable en el Estado miembro en el que esté establecido y, en segundo lugar, según lo 
dispuesto en esta Ley. 

Lo previsto en los párrafos anteriores resultará aplicable también respecto de empresarios 
o profesionales establecidos en Canarias, Ceuta o Melilla, teniéndose en cuenta a tales 
efectos las características propias de los impuestos indirectos generales sobre el 
consumo vigentes en dichos territorios. 

Cinco. Los empresarios o profesionales establecidos fuera de la Comunidad, con 
excepción de los establecidos en Canarias, Ceuta o Melilla, en quienes concurran los 
requisitos previstos en este artículo, tendrán derecho a solicitar la devolución del Impuesto 
sobre el Valor Añadido que hayan satisfecho o soportado durante el período de tiempo a 
que se refiera la solicitud con ocasión de las adquisiciones o importaciones de bienes o 
servicios que hayan realizado, a condición de que esté reconocido que en el Estado en 
donde estén establecidos existe reciprocidad de trato a favor de los empresarios o 
profesionales establecidos en España. 

El reconocimiento de la existencia de la reciprocidad de trato a que se refiere el párrafo 
anterior se efectuará por resolución del Director General de Tributos del Ministerio de 
Hacienda. 

Seis. No serán objeto de devolución: 

1º. Las cuotas que se hubiesen soportado indebidamente con ocasión de entregas de 
bienes a las que resultase aplicable el supuesto de exención previsto en el número 2º del 
artículo 21 de esta Ley, o el previsto en el apartado uno de su artículo 25 en los casos en 
que la expedición o transporte con destino a otro Estado miembro de la Comunidad de los 
bienes objeto de entrega sea realizada por el adquirente de los mismos o por un tercero 
que actúe por cuenta de aquél, sin perjuicio, en ambos casos, de la rectificación de la 
repercusión de dichas cuotas que proceda según lo previsto en el artículo 89 de esta Ley. 



10 

2º. El importe de las cuotas que estaría excluido del derecho a deducción por aplicación 
de lo dispuesto en los artículos 95 y 96 de esta Ley. 

Siete. No serán admisibles las solicitudes de devolución por un importe global inferior a la 
cifra que se determine reglamentariamente. 

Ocho. Las solicitudes de devolución únicamente podrán referirse a los períodos anual o 
trimestral inmediatamente anteriores. 

No obstante, serán admisibles las solicitudes de devolución que se refieran a un período 
de tiempo inferior siempre que concluya el día 31 de diciembre del año que corresponda. 

Nueve. La Administración tributaria podrá exigir a los interesados la aportación de la 
información y los justificantes necesarios para poder apreciar el fundamento de las 
solicitudes de devolución que se presenten y, en particular, para la correcta determinación 
del importe de la devolución según lo previsto en los apartados cuatro y cinco de este 
artículo. 

Diez. Reglamentariamente se determinará el procedimiento para solicitar las devoluciones 
a que se refiere este artículo. 

… 

Artículo 164. Obligaciones de los sujetos pasivos. 
Uno. Sin perjuicio de lo establecido en el Título anterior, los sujetos pasivos del Impuesto 
estarán obligados, con los requisitos, límites y condiciones que se determinen 
reglamentariamente, a: 

1º. Presentar declaraciones relativas al comienzo, modificación y cese de las actividades 
que determinen su sujeción al Impuesto. 

2º. Solicitar de la Administración el número de identificación fiscal y comunicarlo y 
acreditarlo en los supuestos que se establezcan. 

3º. Expedir y entregar factura de todas sus operaciones, ajustada a lo que se determine 
reglamentariamente. 

4º. Llevar la contabilidad y los registros que se establezcan, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el Código de Comercio y demás normas contables. 

5º. Presentar periódicamente o a requerimiento de la Administración, información relativa 
a sus operaciones económicas con terceras personas. 

6º. Presentar las declaraciones-liquidaciones correspondientes e ingresar el importe del 
Impuesto resultante. 

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, los sujetos pasivos deberán presentar 
una declaración-resumen anual. 

En los supuestos del artículo 13, número 2º, de esta Ley deberá acreditarse el pago del 
Impuesto para efectuar la matriculación definitiva del medio de transporte. 

7º. Nombrar un representante a efectos del cumplimiento de las obligaciones impuestas 
en esta Ley cuando se trate de sujetos pasivos no establecidos en la Comunidad, salvo 
que se encuentren establecidos en Canarias, Ceuta o Melilla, o en un Estado con el que 
existan instrumentos de asistencia mutua análogos a los instituidos en la Comunidad. 

Dos. La obligación de expedir y entregar factura por las operaciones efectuadas por los 
empresarios o profesionales se podrá cumplir, en los términos que reglamentariamente se 
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establezcan, por el cliente de los citados empresarios o profesionales o por un tercero, los 
cuales actuarán, en todo caso, en nombre y por cuenta del mismo. 

Cuando la citada obligación se cumpla por un cliente del empresario o profesional, deberá 
existir un acuerdo previo entre ambas partes, formalizado por escrito. Asimismo, deberá 
garantizarse la aceptación por dicho empresario o profesional de cada una de las facturas 
expedidas en su nombre y por su cuenta, por su cliente. 

Las facturas expedidas por el empresario o profesional, por su cliente o por un tercero, en 
nombre y por cuenta del citado empresario o profesional, podrán ser transmitidas por 
medios electrónicos, siempre que, en este último caso, el destinatario de las facturas haya 
dado su consentimiento y los medios electrónicos utilizados en su transmisión garanticen 
la autenticidad de su origen y la integridad de su contenido. 

Reglamentariamente se determinarán los requisitos a los que deba ajustarse la 
facturación electrónica. 

Tres. Lo previsto en los apartados anteriores será igualmente aplicable a quienes, sin ser 
sujetos pasivos de este Impuesto, tengan sin embargo la condición de empresarios o 
profesionales a los efectos del mismo, con los requisitos, límites y condiciones que se 
determinen reglamentariamente. 

Cuatro. La Administración tributaria, cuando lo considere necesario a los efectos de 
cualquier actuación dirigida a la comprobación de la situación tributaria del empresario o 
profesional o sujeto pasivo, podrá exigir una traducción al castellano, o a cualquier otra 
lengua oficial, de las facturas correspondientes a entregas de bienes o prestaciones de 
servicios efectuadas en el territorio de aplicación del Impuesto, así como de las recibidas 
por los empresarios o profesionales o sujetos pasivos establecidos en dicho territorio. 

… 

Disposición adicional quinta. Referencias del Impuesto sobre el Valor Añadido al 
Impuesto General Indirecto Canario. 
1. Las referencias que se contienen en la normativa del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados al Impuesto sobre el Valor Añadido, se 
entenderán hechas al Impuesto General Indirecto Canario, en el ámbito de su aplicación, 
cuando este último entre en vigor. 

2. El criterio del apartado anterior se aplicará igualmente respecto al Arbitrio sobre la 
producción y la importación de bienes y sobre las prestaciones de servicios en Ceuta y 
Melilla, teniendo en cuenta las especialidades de la configuración de su hecho imponible.  


